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ante la ley; derecho a participar en la dirección 

de asuntos públicos y a ser elegido  

Cuestiones de procedimiento: Agotamiento de los recursos internos, abuso del 

derecho a presentar comunicaciones, 

fundamentación suficiente de la queja  

Artículos del Pacto: 7, 9(1-4), 10(1), 11, 14(1)(2)(3a, b, c)(5)(6)(7), 

15, 16, 17, 18, 19, 25 y 26 

Artículos del Protocolo  

Facultativo:  2, 3, 5(2)(b) 

1.1 El autor de la comunicación es Andrés Felipe Arias Leiva, ciudadano colombiano, 

nacido en 1973. Alega ser víctima de una violación por el Estado parte de sus derechos 

contenidos en los artículos 7, 9(1-4), 10(1), 11, 14(1)(2)(3a,b,c)(5)(6)(7), 15, 16, 17, 18, 19, 

25 y 26, del Pacto. El autor está representado por abogado. El Protocolo Facultativo entró en 

vigor para el Estado parte el 23 de marzo de 1976. 

1.2 El 21 de enero de 2015, el Comité, por conducto de su Relator Especial sobre nuevas 

comunicaciones y medidas provisionales, decidió no solicitar medidas provisionales a favor 

del autor de conformidad con el artículo 92 del reglamento del Comité. 

1.3 El 23 de marzo de 2015, el Estado parte presentó sus observaciones sobre la 

admisibilidad y solicitó al Comité que la cuestión de la admisibilidad sea examinada de forma 

separada del fondo de la comunicación. El 24 de junio de 2015, el Comité, por conducto de 

su Relator Especial sobre nuevas comunicaciones y medidas provisionales, decidió rechazar 

la solicitud del Estado parte de examinar la admisibilidad de la comunicación de forma 

separada del fondo. 

1.4 El 20 de abril de 2016, el Comité, por conducto de su Relator Especial sobre nuevas 

comunicaciones y medidas provisionales, en aplicación del artículo 92 su reglamento, decidió 

solicitar al Estado parte que considere tomar medidas de protección para prevenir cualquier 

acto de hostigamiento o amenaza contra la vida y/o integridad física del abogado del autor, 

en razón de su participación en la comunicación, mientras la misma está siendo examinada 

por el Comité.  

  Los hechos expuestos por el autor 

2.1 Entre 2005 y 2009, el autor fue Ministro de Agricultura y estuvo a cargo de un 

programa de agricultura llamado "Agro Ingreso Seguro" (AIS). Con el fin de implementar y 

ejecutar parte de este programa, el autor suscribió de manera directa varios convenios de 

cooperación científica y tecnológica con el Instituto Interamericano de Cooperación para la 

Agricultura (IICA). En algún momento no determinado, se descubrieron algunas 

irregularidades en la gestión del programa AIS. 

2.2 El autor alega que el 9 de marzo de 2010, el Cuerpo Técnico de Investigación de la 

Fiscalía General de la Nación concluyó que no había cometido actos irregulares. El 19 de 

agosto de 2010, la Contraloría General concluyó en el mismo sentido por los mismos hechos. 

2.3 El 12 de abril de 2010, la Contraloría General de la República abrió una indagación 

preliminar por irregularidades con incidencia fiscal en la ejecución del programa IAS en la 

que se habría entregado recursos públicos y subsidios de forma irregular. El 10 de agosto de 

2010, la Contraloría decidió archivar la indagación preliminar. 

2.4 Según el autor, el 13 de octubre de 2010, la Sra. V.M., quien en ese momento se 

desempeñaba como periodista de una radio, manifestó una opinión negativa sobre el caso del 

autor y su responsabilidad penal por las supuestas irregularidades en la administración del 

programa AIS. Posteriormente, esta persona fue nombrada Fiscal General de la Nación 
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(Fiscal General), y antes de ser oficialmente informado de los cargos que se le imputaban, la 

Fiscal General y participó activamente en el proceso penal en su contra, sin recusarse por 

haber adelantado opinión.  

2.5 En julio de 2011, el autor fue sancionado administrativamente por la Procuraduría 

General de la Nación, con relación a las irregularidades que ocurrieron cuando estaba a cargo 

del programa AIS. 

2.6 El 21 de julio de 2011, en el marco de una investigación originada en una denuncia 

presentada en el año 2009, la Fiscalía General de la Nación formuló ante el Tribunal Superior 

de Bogotá (TSB) imputación contra el autor, como ex ministro. El 16 de septiembre de 2011, 

la Fiscal General radicó escrito de acusación contra el autor ante la Corte Suprema de Justicia 

(CSJ) por celebración de contrato sin cumplimiento de requisitos legales y peculado por 

apropiación, con arreglo a los artículos 410 y 297 del Código Penal (Ley 599 de 2000). El 12 

de octubre de 2011, la Fiscal General acusó formalmente al autor como presunto responsable 

de estos delitos y solicitó detención preventiva. El autor alega que la audiencia pública se 

llevó a cabo en un teatro; que el público asistente celebró con aplausos la medida de detención 

preventiva; y que la Fiscalía divulgó información sobre números telefónicos y la dirección 

de su residencia familiar. Como resultado, su esposa y sus hijos fueron amenazados por 

teléfono y, dos días después de la audiencia, su casa fue robada por delincuentes que 

pretendían pertenecer a la Fiscalía.  

2.7 El autor estuvo en detención preventiva por orden del TSB. En tres ocasiones, solicitó 

al TSB ser puesto en libertad, sin éxito toda vez que el Tribunal consideró que el autor podía 

influir en los testigos del caso. El autor alega que la Fiscalía tomó medidas dilatorias para 

mantenerlo privado de libertad y que falsificó y adulteró pruebas que fueron presentadas en 

su contra.  

2.8 El autor alega que la magistrada de la CSJ que lideraba su juzgamiento ordenó de 

manera arbitraria el inicio del juicio, sin conceder el tiempo necesario a las partes para valorar 

las pruebas y preparar la defensa. El autor alega que solicitó a la CSJ que se respetase el 

tiempo establecido por ley para efectos de preparar su defensa. 

2.9 El 14 de junio de 2013, el TSB ordenó el cese de la detención preventiva del autor y 

que sea puesto en libertad.  

2.10 En octubre de 2013, el Ministerio del Interior de Colombia evaluó los riesgos para el 

autor y la vida de su familia, declarándolos personas bajo "riesgo extraordinario". El autor 

alega que en este contexto y temiendo por su vida y la de su familia, decidió abandonar el 

país y viajó a los Estados Unidos el 14 de junio de 2014. 

2.11 El 13 de junio de 2014, 48 horas antes de las elecciones presidenciales, la CSJ anunció 

que el autor sería condenado por irregularidades en la ejecución del programa agrícola. El 

autor alega que el contenido de la sentencia fue filtrado a medios de comunicación. 

2.12 El 17 de julio de 2014, la CSJ condenó al autor a 209 meses (17 años y 5 meses) de 

prisión y una multa de 30,800,000,000 de pesos por los delitos de peculado por apropiación 

y celebración de contratos sin cumplimiento de requisitos legales. Además, ordenó la 

interdicción de derechos públicos del autor por el mismo lapso de la pena principal e 

inhabilitación pare el ejercicio de funciones públicas dispuestas en el artículo 122 de la 

Constitución, con la modificación introducida por el acto legislativo N° 1 de 20041. La 

  

 1 Acto Legislativo 01 de 2004, artículo 1. “El quinto inciso final del artículo 122 de la Constitución 

Política quedará así: Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley, no podrán ser 

inscritos como candidatos a cargos de elección popular, ni elegidos, ni designados como servidores 

públicos, ni celebrar personalmente, o por interpuesta persona, contratos con el Estado, quienes hayan 
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sentencia señaló que contra ella no procedía recurso alguno. El autor alega que sólo 5 de los 

8 magistrados de la CSJ participaron en todo el proceso penal.  

2.13 En agosto de 2014, el autor solicitó asilo político en los Estados Unidos de América 

para él y su familia. 

  La denuncia 

3.1 El autor sostiene que el Estado parte violó los derechos que le asisten en virtud de los 

artículos 7, 9(1-4), 10(1), 11, 14(1)(2)(3b, c)(5)(6)(7), 15, 16, 17, 18, 19, 25 y 26 del Pacto2. 

3.2 El autor sostiene que su larga e injustificada detención preventiva, las condiciones de 

la audiencia de imputación (véase 2.6), constituyeron un trato cruel, inhumano y degradante 

contrario a los artículos 7 y 17(1) del Pacto.  

3.3 Con relación con el artículo 9(1-4) del Pacto, el autor afirma que su derecho a la 

libertad y la seguridad fue violado por los hechos descritos en el párrafo anterior, y toda vez 

que se ordenó su detención preventiva sin que existiera una causa que justificara esta medida. 

La prisión preventiva del autor era injustificada y no era necesaria en su caso. Agrega que 

fue imputado por delitos contra la administración pública y que estos no son considerados 

graves en ningún ordenamiento jurídico. Sus solicitudes de revocación de la detención 

preventiva fueron rechazadas arbitrariamente por las autoridades judiciales. 

3.4 El autor afirma que se violó sus derechos a la igualdad ante los tribunales y a un “juicio 

imparcial” en virtud del artículo 14(1) del Pacto. No recibió el mismo trato que otros 

coacusados en el proceso, ya que fue el único detenido en prisión preventiva durante “muchos 

meses”. Su sentencia no fue proporcional a la gravedad del delito y otros coacusados por los 

mismos hechos recibieron sentencias con penas menores. Durante el proceso penal, no existió 

igualdad de medios procesales ya que en general la Fiscalía tiene más competencias para 

poder recabar y presentar pruebas que la defensa del acusado. No contó con el tiempo y los 

medios adecuados para la preparación de su defensa. El autor afirma que la Fiscal General 

no fue imparcial ya que tenía conflictos de interés derivados de problemas personales previos 

con el abogado del autor, y a que se había pronunciado sobre el caso del autor cuando 

trabajaba como periodista en una radio. Por otra parte, la magistrada ponente de la CSJ, quien 

dirigió el juicio y elaboró el proyecto de sentencia, manifestó impedimento al inicio de juicio 

por considerar que tenía un conflicto de interés ya que era una víctima en otro proceso penal 

contra otros funcionarios del gobierno del ex presidente Uribe, debido a supuestos 

seguimientos ilegales realizados a magistrados de la CSJ. Sin embargo, la CSJ no aceptó su 

solicitud y ésta continuó dirigiendo el juicio e incluso elaboró el proyecto de sentencia.  

3.5 El autor sostiene que su derecho a la presunción de inocencia bajo el artículo 14 (2) 

también fue violado por el hecho de que la Fiscal General había adelantado su opinión sobre 

el caso del autor antes de asumir ese cargo, cuando se desempeñaba como periodista. 

Considera que la mención de su caso en el informe de gestión del año 2011 de la Fiscalía 

General bajo el título “casos de connotación” también violó su presunción de inocencia. Por 

otra parte, la CSJ valoró y apreció de forma indebida las pruebas aportadas al juicio, de forma 

que condenó al autor a pesar de que su conducta no constituyera los elementos del delito de 

peculado ni que hubiese celebrado contratos sin cumplimiento de los requisitos legales. 

3.6 El autor afirma que no dispuso del tiempo y de los medios adecuados para la preparación 

de su defensa, en violación del artículo 14(3)(b) del Pacto. Un informe de la Policía Judicial de 

9 de marzo de 2010, según el cual el Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General 

  

sido condenados, en cualquier tiempo, por la comisión de delitos que afecten el patrimonio del 

Estado…”. 

 2 La comunicación no fundamenta las alegaciones en virtud de los artículos 11, 16, 18 y 25 limitándose 

a invocar estos artículos.  
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de la Nación (CTI) había concluido que el autor no incurrió en conducta irregular, no fue 

admitido como prueba por la CSJ. Por otra parte, la CSJ también denegó la solicitud del autor 

de que se realice prueba grafológica que tenía por objeto controvertir un documento admitido 

como prueba. La Presidencia de la República también se negó a entregar al autor las actas de 

los Consejos de Ministros en los cuales se había discutido el programa AIS. 

3.7 El autor alega que no fue juzgado en un plazo razonable, en violación del artículo 14 

(3) (c) del Pacto.  

3.8 El autor afirma que el proceso penal contra altos funcionarios por la CSJ, en única 

instancia, establecido en el artículo 235 de la Constitución es contrario al artículo 14(5) del 

Pacto. En su caso, el autor no tuvo oportunidad de apelar el fallo condenatorio y la pena 

impuesta por la CSJ en su sentencia de 17 de julio de 2014. 

3.9 El autor también alega que el Estado parte violó sus derechos en virtud del artículo 14 

(6) porque, ya que no existe un juez o tribunal para tal fin, otro juez no pudo revocar su 

sentencia condenatoria ulteriormente. 

3.10 El autor alega que fue juzgado dos veces por los mismos hechos en violación del 

artículo 14(7) del Pacto. En julio de 2011, la Procuraduría General de la Nación sancionó 

administrativamente al autor por irregularidades en el programa AIS, sucedidas cuando era 

Ministro. Sin embargo, tal responsabilidad fue atribuida como culpa sin establecerse dolo. 

Posteriormente, los mismos hechos fueron objeto del proceso penal ante la CSJ que concluyó 

con su condena. Agrega que otras entidades públicas habían concluido que no había evidencia 

que indique su supuesta responsabilidad penal. Por ejemplo, la Fiscalía inicialmente descartó 

que el autor fuese responsable penal por las irregularidades sucedidas en las subvenciones 

otorgadas por el programa AIS, la Contraloría archivó la indagación preliminar, y el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, en el marco de un proceso contra el asesor legal del 

Ministerio –en el que el autor no fue parte- concluyó que los convenios de cooperación 

científica y tecnológica no eran ilegales.  

3.11 Con relación al artículo 15 del Pacto, el autor afirma que fue condenado por actos u 

omisiones que no eran delitos, existiendo ausencia de responsabilidad con arreglo al artículo 

32(10)(1) del Código Penal. La celebración de convenios de cooperación científica y 

tecnológica se fundamentó en el entendimiento que imperaba en el Ministerio de Agricultura 

y sus expertos jurídicos y técnicos sobre el tema, por lo que en cualquier caso el autor habría 

actuado bajo un error de tipo que excluía su responsabilidad penal. Aunque este no fuera el 

caso, su conducta fue culposa y sin existir dolo no estaría sujeta a sanción penal. Por tanto, 

fue condenado por actos u omisiones que no eran delictivos.  

3.12 El autor afirma que es víctima de una violación por el Estado parte, de los derechos 

que le asisten en virtud de los artículos 19(1) y 26 del Pacto, ya que el proceso penal en su 

contra forma parte de una persecución por el actual gobierno del Estado parte a causa de sus 

opiniones políticas y su posición contra el proceso de paz entre el gobierno y las Fuerzas 

Revolucionarias Armadas de Colombia (FARC). Afirma que las autoridades perseguían a 

personas que podían ser candidatos potenciales para las elecciones presidenciales celebradas 

el 15 de junio de 2014. También es discriminado por los mismos motivos, impidiéndole gozar 

sus derechos civiles y políticos, en particular el derecho de recurrir el fallo condenatorio y la 

sentencia adoptados en su contra por la CSJ. 

3.13 Por último, el autor afirma que todos estos hechos constituyen una violación de su 

derecho a la dignidad humana en virtud del artículo 10(1) del Pacto. 
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  Observaciones del Estado parte sobre la admisibilidad  

4.1 Mediante nota verbal de 23 de marzo de 2015, el Estado parte formuló sus 

observaciones sobre la admisibilidad de la comunicación y solicitó al Comité que sea 

declarada inadmisible.  

4.2 El Estado parte señala que la comunicación presenta una exposición de los hechos 

distorsionada, parcial e inexacta, así como juicios de valor e interpretaciones parciales de 

fundamentos de derecho. Con relación a los hechos del caso, indica que en el marco de una 

denuncia presentada en el 2009, la Fiscalía, con arreglo al artículo 251 de la Constitución, 

formuló imputación contra el autor, en calidad de exministro de agricultura y desarrollo rural, 

el 21 de julio de 2011, ante TSB. El 12 de octubre, formuló acusación ante la Sala de Casación 

Penal de la CSJ, que estuvo a cargo del juzgamiento del autor. 

4.3 La Fiscalía solicitó la detención preventiva del autor debido a que había elementos 

probatorios que indicaban un riesgo de obstrucción a la justicia. El 21 de julio de 2011, el 

TSB, en función de control de garantías, ordenó la detención preventiva del autor, después 

de celebrar audiencia pública, en la que participaron el autor y la Procuraduría General de la 

Nación. El 14 de junio de 2013, las autoridades judiciales revocaron esta medida debido a 

que la Fiscalía había cumplido con su actividad probatoria y, por tanto, había desaparecido 

el riesgo de obstrucción a la justicia. El autor continúo compareciendo en el proceso; sin 

embargo, a pesar de haber sido convocado, no acudió a la audiencia de lectura de fallo de la 

CSJ. Tampoco se presentó posteriormente a la CSJ y hasta la fecha en que las observaciones 

del Estado parte fueron presentadas al Comité no había comparecido a cumplir su pena.   

4.4 El Estado parte presenta una detallada descripción sobre las normas de la 

Constitución, las disposiciones legales y jurisprudencia sobre el fuero aplicable a ministros 

de gobierno y los procesos de investigación y juzgamiento en materia penal, a cargo de la 

Sala Penal de la CSJ. La jurisprudencia de sus tribunales nacionales ha señalado que el 

juzgamiento de funcionarios por la CSJ no desconoce el debido proceso y que el principio de 

la doble instancia penal no es absoluto, pues no hace parte del núcleo esencial del derecho al 

debido proceso. Este principio puede tener excepciones, siempre que estas sean razonables y 

proporcionales y observen el derecho a la igualdad y al debido proceso sustancial3.  

4.5 Tanto del Pacto como de otros tratados de derechos humanos no se deduce un mandato 

a establecer la doble instancia en los procesos penales relativos a altos funcionarios aforados. 

Los Estados partes gozan de un amplio margen para configurar los procedimientos y para 

diseñar los mecanismos eficaces de protección de los derechos sin que se requiera que en el 

proceso penal de los altos funcionarios aforados necesariamente tenga una segunda instancia 

penal. El juzgamiento de estas personas, en calidad de altos funcionarios aforados, por el 

órgano de más alta instancia en materia penal es en sí misma una forma de garantizar de 

manera integral el debido proceso. El Estado parte mantiene que de la redacción del artículo 

14(5) del Pacto no se deduce taxativamente la formulación de una “segunda instancia”, ya 

que el texto indica literalmente “tribunal superior”. Esta redacción puede interpretarse en el 

sentido que la mención a “tribunal superior” implica la necesidad de que el caso sea conocido 

por un tribunal con mayores cualidades académicas y profesionales, que garanticen una 

correcta valoración de los asuntos puestos a su consideración.  

4.6 En el caso del autor, el 17 de julio de 2014, la Sala Penal profirió sentencia 

condenatoria en su contra, en proceso de única instancia, por los delitos de peculado a favor 

de terceros y celebración de contratos sin cumplimiento de requisitos legales. El proceso 

penal no tuvo motivaciones políticas. En su acusación, la Fiscalía consideró que el autor, 

como Ministro de Agricultura, desconoció principios y normas que rigen la contratación del 

  

 3 El Estado parte se refiere a las sentencias de la Corte Constitucional C-142 de 1993, C-591 de 1996, 

C-545 de 2008, C-650-2001 y C-254A de 2012. 
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Estado, durante el trámite y la celebración de tres convenios suscritos con el IICA, en cuyo 

marco de ejecución se entregó ilegalmente recursos a particulares, en detrimento del 

patrimonio estatal. La labor de la CSJ se limitó a determinar la responsabilidad penal del 

autor sin valorar los fines o importancia del programa AIS.  

4.7 El juicio llevado a cabo por la CSJ respetó todas las garantías fundamentales del autor, 

como acusado. Por ejemplo, con el fin de garantizar el derecho a la defensa, el 16 de mayo 

de 2012 la Sala Penal dejó sin efecto la actuación cumplida inmediatamente después de la 

audiencia preparatoria y fijó la instalación de juicio oral para el 14 de junio de 2012. En la 

audiencia de acusación, el 12 de octubre de 2011, la magistrada ponente de la CSJ y otro 

magistrado se declararon impedidos para decidir a partir de qué momento procesal debía 

limitarse el número de los representantes de las víctimas, en aras de equipararlos con el de 

los defensores. El impedimento se fundó en que los dos magistrados habían presentado acción 

de tutela contra la decisión que sobre el mismo asunto adoptó la Sala Penal en un juicio contra 

dos funcionarios adscritos a la Presidencia de la República, acusados de seguimiento e 

interceptaciones ilegales a distintas personas, entre ellas magistrados de la CSJ, trámite en el 

cual se les había reconocido la calidad de víctima. En este marco, la Sala Penal negó el 

impedimento porque estimó que no había relación directa ni indirecta entre esa decisión y el 

caso contra el autor que debían resolver estos magistrados, entre otros. Además, el autor no 

manifestó durante el proceso la supuesta existencia de causales de recusación respecto de los 

magistrados.  

4.8 El fallo condenatorio y la pena impuesta contra el autor no constituyeron una violación 

del principio non bis in ídem. Si bien el autor afrontó investigaciones de naturaleza fiscal, 

disciplinaria y penal por hechos relaciones con la gestión del programa AIS, estas acciones 

tenían propósitos, fines y alcances distintos al proceso penal. Además, no guardaban total 

identidad.  

4.9 La pena impuesta al autor por la CSJ no es desproporcional ni responde a criterios 

discrecionales sino a la aplicación de las pautas que la ley impone para la individualización 

de la pena, conforme la CSJ detalló en su sentencia. Las otras personas procesadas 

penalmente que recibieron penas menores se habían acogido beneficios por colaboración con 

la justicia y terminación anticipada del proceso, los que pueden resultar en significativas 

rebajas de las penas. 

4.10 El artículo 339 del Código de Procedimiento Penal (CPP) prevé que durante la 

audiencia de acusación, las partes expresen las causales de impedimentos de participación de 

las autoridades. Sin embargo, en el proceso penal contra el autor, ninguna de las partes señaló 

que la Fiscal General tuviera conflicto de intereses. Además, la Fiscal General delegó su 

actuación al Fiscal Décimo ante la CSJ, quien representó a la fiscalía en la audiencia 

preparatoria y el juicio oral.  

4.11 El autor contó con todos los medios para aportar pruebas en el proceso penal. Sin 

embargo, con arreglo al artículo 359 del CPP, las partes e intervinientes pueden solicitar al 

juez la exclusión de los medios probatorios ilegales, su rechazo o su inadmisibilidad, por 

ejemplo, cuando resulten inútiles, repetitivos o encaminados a probar hechos notorios o que 

por otros motivos no requieren demostración. Por otro lado, el autor contó con el tiempo 

necesario para preparar su defensa. La audiencia preparatoria tuvo 12 sesiones entre el 14 de 

diciembre de 2011 y el 14 de mayo de 2012, lapso en el cual el autor solicitó y obtuvo la 

suspensión del trámite mientras recibía respuesta a numerosas peticiones de información y 

documentos. La defensa del autor participó activamente y se garantizaron los derechos de 

todas las partes e intervinientes. Los documentos incorporados en el proceso, en su mayoría 

documentos públicos, fueron obtenidos e introducidos con las formalidades debidas, sujetos 

a contradicción. Todas las pruebas actuadas fueron debidamente valoradas por la CSJ, como 

se refleja en las extensas y minuciosas consideraciones de la sentencia.  
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4.12 Las solicitudes del autor para obtener las actas del consejo de ministros y prueba 

grafológica de un testigo se realizaron en la audiencia de control de garantías, y las 

autoridades judiciales examinaron las razones de la solicitud, su pertinencia e idoneidad.  

4.13 La CSJ nunca ordenó la detención preventiva del autor, ya que esta decisión como su 

suspensión o revocatoria fue competencia exclusiva del TSB, que actuó como Juez con 

función de Control de Garantías.  

4.14 El Estado parte sostiene que el autor pretende que el Comité asuma un papel de 

instancia de apelación para tratar asuntos que fueron debidamente definidos por la CSJ, en 

particular su responsabilidad penal, debido a su inconformidad con el proceso judicial y la 

sentencia en su contra. Por tanto, la comunicación debe ser declarada inadmisible con arreglo 

al artículo 2 del Protocolo Facultativo. 

4.15 El Estado parte considera que la comunicación constituye un abuso del derecho a 

presentar una comunicación y, por tanto, es inadmisible en virtud del artículo 96 del 

Reglamento del Comité. Se refiere de forma detallada a pasajes específicos de la 

comunicación y sostiene que esta presenta información falsa, distorsionada, incompleta y 

poco clara, resaltadas anteriormente (véase 4.2-4.13).  

4.16 La comunicación no cumple con el requisito de admisibilidad establecido en el 

artículo 5(2)(b) del Protocolo Facultativo. El autor disponía de diversos medios de 

impugnación de la sentencia condenatoria de la CSJ, como la acción de revisión contra 

sentencias de la CSJ que se encuentre ejecutoriadas, con arreglo al artículo 192 el CPP, la 

acción de tutela prevista en la Constitución, y la solicitud de nulidad de actos procesales por 

prueba ilícita, incompetencia del juez y violación a garantías fundamentales, con arreglo a 

los artículos 455 a 458 del CPP.  

4.17  El Estado parte se refiere a las observaciones de los párrafos anteriores y sostiene que 

las alegaciones del autor de violación de los derechos del Pacto son manifiestamente 

infundadas.  

  Comentarios del autor a las observaciones del Estado parte sobre la admisibilidad  

5.1 El 19 de abril y 16 y 17 de julio de 2015, el autor presentó comentarios sobre las 

observaciones del Estado parte. Señaló que su comunicación cumple con los criterios de 

admisibilidad establecidos en el Protocolo Facultativo, y reiteró las alegaciones de violación 

presentadas en su comunicación inicial.  

5.2 El autor reitera sus alegaciones respecto a que el proceso penal en su contra constituyó 

una violación del artículo 14(5) del Pacto. Los recursos señalados por el Estado parte (véase 

4.16) no permiten una revisión sustancial del fallo condenatorio y la pena. El recurso de 

reposición no procede contra este tipo de sentencias de la CSJ4. La acción de tutela no es un 

recurso idóneo toda vez que las disposiciones que establecen que las personas aforadas sean 

juzgadas por la CSJ, en única instancia, tienen rango constitucional, por lo que no es posible 

solicitar a un juez que ampare un derecho que en la misma Constitución es inexistente. Por 

otra parte, de acuerdo al artículo 181 del CPP, el recurso de casación procede “contra las 

sentencias proferidas en segunda instancia en los procesos…”. El recurso de revisión es un 

recurso extraordinario, de manera que no se permite un debate dentro del proceso, sino 

cuando el mismo ha terminado y aparece una prueba nueva, o se da un cambio 

jurisprudencial, o emerge un elemento nuevo que permite reabrir el debate, pero no admite 

una controversia sobre lo que ya está fallado de manera definitiva. 

  

 4 El autor se refiere a la sentencia de la CSJ, proceso No. 33054, de 19 de enero de 2011, en que la 

Corte señaló que estas sentencias no son pasibles del recurso de apelación y “…no admiten 

impugnación alguna. Ni siquiera son dables al recurso de reposición.” 
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5.3 Las normas que regulan el proceso penal de altos funcionarios aforados por la CSJ, 

en única instancia, sin que se pueda someter el fallo condenatorio y la pena a un tribunal 

superior, violan el artículo 26 del Pacto toda vez que niega el acceso a este derecho a algunos 

funcionarios públicos. 

5.4 El proceso seguido en su contra y en particular la actuación de la Fiscalía tuvo 

motivaciones políticas.  

5.5 El autor no recusó a la magistrada ponente de la CSJ por conflicto de intereses. Sin 

embargo, este hecho no significa que tales conflictos no existieran. Por otra parte, la propia 

CSJ denegó la solicitud de impedimento de la magistrada. Otros magistrados de la CSJ que 

participaron en algunas de las etapas del proceso también debieron recusarse por conflicto de 

intereses ya que estaban en la misma situación que la magistrada ponente. 

5.6 La celebración de la audiencia de imputación de cargos y solicitud de medida de 

aseguramiento en su contra en un teatro constituyó un trato inhumano y denigrante para el 

autor. 

5.7 El autor alega que su detención preventiva que duró 2 años, venció “ampliamente los 

términos para mantenerlo detenido”. 

5.8 El autor alega que las pruebas que solicitó durante el proceso y que fueron inadmitidas 

por la CSJ eran convenientes, pertinentes y útiles.  

5.9 En cuanto a la admisibilidad de la comunicación, el autor resalta que la propia sentencia 

de la CSJ señala que contra ella “no procede recurso alguno”. Por lo tanto, no cuenta con ningún 

recurso adecuado y efectivo que permita la revisión del fallo condenatorio y la pena impuesta 

por la CSJ, en proceso de única instancia. Los otros recursos a los que hace referencia el Estado 

parte tampoco son adecuados y eficaces (véase 5.2).  

  Observaciones del Estado parte sobre el fondo 

6.1 El 21 de octubre de 2015, el Estado parte presentó sus observaciones sobre el fondo 

de la comunicación y reiteró que la misma no cumplía con los criterios de admisibilidad 

establecidos en el Protocolo Facultativo. En particular, el Estado parte reiteró sus argumentos 

sobre la falta de fundamentación de las alegaciones del autor. 

6.2 El Estado parte reitera que considera que el proceso penal seguido ante la CSJ contra 

el autor no constituye una violación del artículo 14(5) del Pacto. 

6.3 Tanto el proceso penal como la condena y pena impuesta tampoco constituyen una 

violación al derecho de igualdad ante los tribunales y la ley, establecidos en los artículos 

14(1) y 26 del Pacto. 

6.4 La detención del autor fue ordenada en el marco del proceso penal en su contra por 

las autoridades judiciales con arreglo a ley; por tanto, esta medida no violó el artículo 9 del 

Pacto. El proceso penal tampoco constituyó una violación de los derechos que le asisten en 

virtud del artículo 7 del Pacto. El fallo condenatorio y pena impuestos al autor por la CSJ no 

constituyen una violación de sus derechos bajo el artículo 15 del Pacto. 

  Comentarios del autor sobre el fondo 

7.1 El 3 de diciembre de 2015, el autor presentó sus comentarios sobre el fondo de la 

comunicación y reiteró las alegaciones de violación del Pacto presentadas anteriormente. 

7.2 Con relación al artículo 14(2) del Pacto, el autor agrega que una detención preventiva 

prolongada también puede afectar la presunción de inocencia en forma indirecta.  

7.3 Existió incongruencias entre las situaciones fácticas por las cuales fue acusado y 

aquellas por las que fue finalmente condenado, lo que violó el artículo 14(3)(a) del Pacto.  
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7.4 El proceso penal seguido en su contra constituyó una violación del artículo 11 del 

Pacto. 

7.5 El autor alega que sufrió una violación de los derechos que le asisten en virtud del 

artículo 16 del Pacto ya que, junto con su familia, se vio obligado a salir del Estado parte por 

razones de seguridad, y fijar su residencia en los Estados Unidos. En 2014, el autor acudió al 

Consulado del Estado parte en Miami. Sin embargo, los funcionaros consulares humillaron 

al autor y retuvieron arbitrariamente su pasaporte para impedirle realizar trámite, 

denegándole su derecho a la personalidad jurídica. 

7.6 El fallo condenatorio y la pena impuesta al autor constituyen una violación de los 

derechos que le asisten en virtud del artículo 25 del Pacto, toda vez que lo inhabilitan de por 

vida a poder ser elegido a un cargo público o a ser funcionario público. Por lo que no podrá 

ser candidato a elecciones ni participar directamente en la dirección de asuntos públicos. 

  Información adicional 

8.1 Mediante correspondencia de fecha 15 de julio y 26 de agosto de 2016, 10 de febrero 

y 12 de junio de 2017, y 21 de marzo de 2018, el autor informó al Comité que el 24 de abril 

de 2015, la Corte Constitucional declaró inconstitucional varios artículos del CPP que 

omitían la posibilidad de impugnar todas las sentencias condenatorias ante el superior 

jerárquico o funcional; y exhortó al Congreso de la República para que, en el término de un 

año, regule íntegramente el derecho a impugnar todas las sentencias condenatorias. De lo 

contrario, se debía entender que procede la impugnación contra todas las sentencias 

condenatorias.  

8.2 En ausencia de legislación adoptada por el Congreso, el 22 de abril de 2016 el autor 

comunicó a la CSJ que impugnaba el fallo emitido en su contra el 17 de julio de 2014. 

8.3 El 28 de abril de 2016, la CSJ emitió una sentencia en que señalaba que la disposición 

de la Corte Constitucional era aplicable respecto de sentencias que no se encontraban 

ejecutoriadas para el 24 de abril de 2016. El 25 de mayo de 2016, la CSJ declaró improcedente 

la solicitud del autor.  

8.4 El 18 de enero de 2018, el Poder Legislativo, mediante acto legislativo No. 001 de 

2018, modificó la Constitución de forma que se garantice el derecho a la doble instancia 

penal para los Ministros de gobierno.  

8.5 A la luz de esta modificación de la Constitución, el 22 de febrero de 2018, el autor 

presentó un recurso impugnatorio ante la CSJ. El 7 de marzo de 2018, un magistrado de la 

CSJ declaró el recurso improcedente.  

9.1 El 12 de junio de 2018, el Estado parte presentó observaciones adicionales y reiteró 

su posición con relación al artículo 14(5) del Pacto, considerando que no fue violado.  

9.2 Con relación a las alegaciones del autor de violación del artículo 25 del Pacto, el 

Estado parte resaltó que la CSJ declaró al autor penalmente responsable de los delitos de 

celebración de contrato sin cumplimiento de requisitos legales y peculado por apropiación y, 

además, lo condenó “a la inhabilidad para el ejercicio de funciones públicas” dispuesta en el 

artículo 122 de la Constitución.  Los derechos a participar en la dirección de los asuntos 

públicos y a ser elegido pueden ser objeto de limitaciones, siempre y cuando se cumpla con 

parámetros de legalidad, objetividad, razonabilidad y proporcionalidad, como en el caso del 

autor. 
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  Deliberaciones del Comité 

  Examen de la admisibilidad 

10.1 Antes de examinar toda queja formulada en una comunicación, el Comité debe 

decidir, de conformidad con el artículo 93 de su reglamento, si el caso es o no admisible en 

virtud del Protocolo Facultativo. 

10.2 En cumplimiento de lo exigido en el artículo 5, párrafo 2 a), del Protocolo Facultativo, 

el Comité se ha cerciorado de que el mismo asunto no está siendo examinado en el marco de 

otro procedimiento de examen o arreglo internacional. 

10.3 El Comité toma nota de los argumentos del Estado parte de que el autor no ha agotado 

todos los recursos internos disponibles debido a que disponía de diversos medios de 

impugnación de la sentencia condenatoria de la CSJ de 17 de julio de 2014 (para 4.16). El 

Comité también toma nota de las alegaciones del autor de que tales recursos no eran idóneos 

y efectivos (para.5.2). El Comité observa que la propia sentencia de la CSJ estableció que 

contra ella no “[procedía] recurso alguno” (para 2.11); que el Estado parte no ha explicado 

de qué forma los recursos mencionados en sus observaciones serían efectivos en el caso del 

autor; y que dichos recursos no permiten una revisión sustancial del fallo condenatorio y la 

pena. Puesto que el Estado parte no ha formulado objeciones sobre el agotamiento de los 

recursos internos en relación con otras alegaciones específicas del autor, el Comité considera 

que se han cumplido los requisitos del artículo 5(2)(b) del Protocolo Facultativo. 

10.4 El Comité toma nota del argumento del Estado parte de que debería considerarse 

inadmisible la comunicación por constituir un abuso del derecho a presentar una 

comunicación (para 4.15). El Comité observa, sin embargo, que la mera discrepancia entre 

el Estado parte y el autor de la comunicación sobre los hechos y la aplicación de la ley, y 

sobre la pertinencia de la jurisprudencia de los tribunales nacionales  del Comité que serían 

aplicables al caso, no constituyen un abuso del derecho a presentar una comunicación5. Por 

tanto, el Comité considera que la comunicación no constituye un abuso de derecho a presentar 

una comunicación en virtud de lo dispuesto en el artículo 3 del Protocolo Facultativo. 

10.5 El Comité toma nota de las alegaciones del autor en virtud del artículo 9 del Pacto, de 

que el Estado parte violó su derecho a la libertad y la seguridad. Sostiene que la medida de 

detención preventiva en su contra no estaba justificada; que sus solicitudes de revocación de 

esta medida fueron desestimadas por el TSB; y que la duración de esta medida excedió los 

términos para mantenerlo legalmente detenido (paras. 3.3, 5.7). El Comité también toma nota 

del argumento del Estado parte de que la detención preventiva del autor fue ordenada por el 

tribunal competente y mantenida por aproximadamente 1 año y 7 meses con arreglo a la ley. 

El Comité observa que el 21 de julio de 2001, el TSB ordenó la detención preventiva del 

autor. De acuerdo al Estado parte, esta medida fue tomada a solicitud de la Fiscalía, porque 

había un riesgo de obstrucción a la justicia. Por lo tanto, la medida fue revocada el 14 de 

junio de 2013 por el mismo tribunal, debido a que la Fiscalía había cumplido con su actividad 

probatoria y que este riesgo ya no existía (paras. 4.3, 4.13, 6.5). Al no haber desvirtuado el 

autor estas afirmaciones, el Comité considera que las alegaciones relativas al artículo 9 del 

Pacto no se han fundamentado suficientemente a los efectos de la admisibilidad, y concluye 

que son inadmisibles con arreglo al artículo 2 del Protocolo Facultativo. 

10.6 El Comité toma nota de las alegaciones del autor de que el Estado parte violó sus 

derechos a la igualdad ante los tribunales y la ley y a un juicio imparcial establecidos en los 

artículos 14(1) y 26 del Pacto, toda vez que no recibió el mismo trato que otros coacusados 

en el proceso; que la pena impuesta por la CSJ fue desproporcional; que no existió igualdad 

de medios procesales entre su defensa y la fiscalía durante el proceso; que la Fiscal General 

  

 5 Véase Henao et al c. Colombia, (CCPR/C/119/2121/2011), párr. 8.3. 
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había adelantado opinión sobre su caso y que la magistrada ponente de la CSJ tenía un 

conflicto de interés (para 3.4). El Comité también toma nota de los argumentos del Estado 

parte de que el proceso seguido contra el autor correspondió al tipo de proceso penal contra 

ciudadanos que debido a los cargos que desempeñan, como altos funcionarios, gozan de 

aforamiento; que la magistrada ponente se declaró impedida únicamente para determinar a 

partir de qué momento procesal debía limitarse el número de los representantes de las 

víctimas, pero que la Sala Penal de la CSJ negó el impedimento porque estimó que no había 

relación directa ni indirecta entre el caso en que la magistrada era víctima y el caso del autor; 

y que la Fiscal General delegó su actuación en otro fiscal que participó en la audiencia 

preparatoria y juicio oral (paras. 4.4-4.5, 4.7, 4.10, 6.3). En cuanto a la pena impuesta, el 

Estado parte mantiene que no es desproporcional y que responde a las pautas que la ley 

impone para individualizar la pena, tomando en cuenta que el autor fue un alto funcionario y 

máximo responsable de la entidad estatal a su cargo; y que los otros coacusados que 

recibieron penas menores se habían acogido beneficios por colaboración con la justicia y 

terminación anticipada del proceso (para. 4.9). En atención a lo anterior, el Comité considera 

que el autor no ha fundamentado suficientemente estas quejas, a efectos de la admisibilidad 

y las declara inadmisibles en virtud del artículo 2 del Protocolo Facultativo.  

10.7 El Comité toma nota de las alegaciones del autor bajo el artículo 14(2)(3a-c) del Pacto, 

de que su derecho a la presunción de inocencia fue violado por el Estado parte (para. 3.5); 

que no dispuso del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa, ya 

que las autoridades le negaron el acceso a pruebas y la CSJ no admitió pruebas esenciales 

para su defensa; y que no fue juzgado en un plazo razonable (paras. 3.6-3.7, 5.8, 7.2-7.3). El 

Comité también toma nota de las observaciones del Estado parte de que el autor contó con 

todos los medios para preparar su defensa y aportar pruebas en el proceso pena y que todas 

las pruebas fueron debidamente valoradas por las autoridades judiciales (4.6, 4.11-4.12). El 

Comité observa que las alegaciones del autor, sobre el carácter esencial de las pruebas 

inadmitidas y la supuesta falta de juzgamiento en un plazo razonable, no están 

suficientemente fundamentadas. Más aún, sus alegaciones se refieren fundamentalmente a la 

evaluación de los hechos y las pruebas por los tribunales del Estado parte. El Comité recuerda 

su jurisprudencia con arreglo a la cual incumbe a los tribunales de los Estados partes evaluar 

los hechos y las pruebas en cada caso particular, o la aplicación de la legislación interna, a 

menos que se demuestre que esa evaluación o aplicación fue claramente arbitraria o equivalió 

a error manifiesto o denegación de justicia6. El Comité ha examinado los materiales 

presentados por las partes, incluida la sentencia de la CSJ, y considera que dichos materiales 

no muestran que el proceso penal seguido contra el autor adoleciese de tales defectos. Por 

consiguiente, el Comité considera que el autor no ha fundamentado suficientemente su 

denuncia de violación de los derechos que le asisten en virtud del artículo 14(2)(3a-c), por lo 

que resulta inadmisible con arreglo al artículo 2 del Protocolo Facultativo.  

10.8 El Comité toma nota de las alegaciones del autor con relación al artículo 14(7) del 

Pacto, de que fue juzgado dos veces por los mismos hechos (para. 3.10). El Comité observa, 

sin embargo, que de la información puesta a disposición por las partes (véase también para. 

4.8), no se puede concluir que la sanción impuesta al autor por la Procuraduría, en el marco 

de un procedimiento administrativo-disciplinario, equivale a una sanción de carácter penal y 

recuerda que la garantía de esta disposición del Pacto concierne a los delitos penales 

solamente, y no a las medidas disciplinarias que no equivalen a una sanción por un delito 

penal en el sentido del artículo 14 del Pacto7. Por tanto, el Comité considera que estas 

  

 6 Véase comunicaciones Nº 1616/2007, Manzano y Otros c. Colombia, decisión adoptada el 19 de 

marzo de 2010, párr. 6.4., y Nº 1622/2007, L.D.L.P c. España, decisión adoptada el 26 de julio de 

2011, párr. 6.3. 

 7 Comentario General No. 32, párr. 57.  
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alegaciones no han sido suficientemente fundamentadas, a efectos de la admisibilidad, y que 

son inadmisibles con arreglo al artículo 2 del Pacto. 

10.9 El Comité toma nota de las alegaciones del autor sobre el artículo 15(1) el Pacto, de 

que fue condenado por actos u omisiones que no eran delitos. El autor fundamentalmente 

sostiene que no se probó durante el proceso penal que su conducta satisficiera los elementos 

de estos tipos penales; que había actuado bajo un error de tipo que excluía su responsabilidad 

penal; y que su conducta no era dolosa (para. 3.11). El Comité observa, sin embargo, que el 

autor no cuestiona que los delitos de peculado por apropiación y celebración de contratos sin 

cumplimento de requisitos legales, por los cuales fue condenado por la CSJ, no existieran al 

momento de los hechos. Por tanto, el Comité considera que las alegaciones relativas al 

artículo 15(1) del Pacto, no se han fundamentado suficientemente a los efectos de la 

admisibilidad, y concluye que son inadmisibles con arreglo al artículo 2 del Protocolo 

Facultativo. 

10.10 El Comité toma nota de las alegaciones del autor de que el Estado parte violó sus 

derechos bajo los artículos 7, 10(1), 17(1), 18, 19,  y 26, del Pacto, con relación a la forma 

en que se habrían llevado a cabo algunas audiencias, las supuestas motivaciones políticas del 

proceso penal en contra del autor y su detención preventiva, así como las consecuencias 

derivadas de este proceso (paras. 3.2, 3.12, 3.14, 5.3-5.4, 5.6). El Comité considera que estas 

alegaciones no han sido suficientemente fundamentadas, a efectos de la admisibilidad, y las 

declara inadmisibles con arreglo al artículo 2 del Protocolo Facultativo. 

10.11 El Comité toma nota de las alegaciones generales del autor de que sus derechos en 

virtud de los artículos 11, 14(6) y 16 del Pacto fueron violados por el Estado parte (paras. 

3.1, 3.9, 7.4-7.5). Sin embargo, a la luz de la información que tiene ante sí, en particular la 

ofrecida por el autor, el Comité observa que no se puede inferir una posible violación de estos 

derechos en las circunstancias del caso y que estas quejas son manifiestamente infundadas. 

En consecuencia, el Comité concluye que estas quejas son inadmisibles de conformidad con 

el artículo 2 del Protocolo Facultativo. 

10.12 El Comité toma nota de las alegaciones del autor con relación los artículos 14(5) y 25 

del Pacto (paras. 3.8, 5.2, 7.6). El Comité también toma nota del argumento del Estado parte 

de que esta queja debe ser declarada inadmisible por falta de fundamentación (paras. 4.17, 

6.1, 9.2). El Comité considera, sin embargo, que las quejas del autor han sido suficientemente 

fundamentadas a los efectos de la admisibilidad. Por tanto, el Comité declara que las quejas 

del autor en virtud de los artículos 14(5) y 25 del Pacto son admisibles y procede a su examen 

en cuanto al fondo. 

  Examen de la cuestión en cuanto al fondo 

11.1 El Comité ha examinado la presente comunicación teniendo en cuenta toda la 

información que le han facilitado las partes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

5, párrafo 1, del Protocolo Facultativo. 

11.2 El Comité toma nota de la alegación del autor de que el proceso penal en su contra 

constituyó una violación del artículo 14(5) del Pacto, toda vez que no existe un mecanismo 

que le permita apelar la sentencia y solicitar la revisión por un tribunal superior del fallo 

condenatorio y la pena establecida por la Sala Penal de la CSJ el 17 de julio de 2014 

(paras.3.8, 6.9). En atención a que la Corte Constitucional declaró inconstitucional varios 

artículos del Código de Procedimientos Penales que omitían la posibilidad de impugnar todas 

las sentencias condenatorias ante el superior jerárquico o funcional, y a una modificatoria de 

la Constitución, el autor presentó dos recursos de impugnación del fallo condenatorio ante la 

propia CSJ, que fueron declarados improcedentes el 25 de mayo de 2016 y 7 de marzo de 

2018, respectivamente (paras. 8.1-8.3, 8.5).  
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11.3 El Comité también toma nota de los argumentos del Estado parte de que no se deduce 

taxativamente de la redacción del artículo 14(5) del Pacto la formulación de una “segunda 

instancia”, ya que el texto indica literalmente “tribunal superior”; que esta redacción puede 

interpretarse en el sentido que la mención a “tribunal superior” implica la necesidad de que 

el caso sea conocido por un tribunal con mayores cualidades académicas y profesionales, que 

garanticen una correcta valoración de los asuntos puestos a su consideración; que los Estados 

partes gozan de un amplio margen para configurar los procedimientos y para diseñar los 

mecanismos eficaces de protección de los derechos sin que se requiera que en los casos de 

los altos funcionarios aforados necesariamente tenga una segunda instancia penal; y que el 

juzgamiento de estas personas, en calidad de altos funcionarios aforados, por el órgano de 

más alta instancia en materia penal es en sí misma una forma de garantizar de manera integral 

el debido proceso (paras 4.4-4.5.6.2). 

11.4 El Comité recuerda que el articulo 14(5) del Pacto establece que una persona 

declarada culpable de un delito tiene derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le 

haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. El 

Comité recuerda que la expresión “conforme a lo prescrito por la ley” no tiene la intención 

de dejar la existencia misma del derecho a la revisión a la discreción de los Estados partes.  

Si bien la legislación de un Estado parte puede disponer en ciertas ocasiones que una persona 

en razón de su cargo sea juzgada por un tribunal de mayor jerarquía que el que naturalmente 

correspondería, esta circunstancia no puede por sí sola menoscabar el derecho del acusado a 

la revisión de su sentencia y condena por un tribunal8. En el presente caso, el Estado parte no 

ha señalado la existencia de un recurso disponible para que el autor pueda solicitar que el 

fallo condenatorio y condena fueran revisados por otro tribunal.9  Por consiguiente, el Comité 

concluye que el Estado parte violó los derechos que asisten al autor en virtud del artículo 

14(5) del Pacto. 

11.5 El Comité toma nota de las alegaciones del autor de que la sentencia de la CSJ de 17 

de julio de 2014 constituye una violación de los derechos que le asisten en virtud del artículo 

25 del Pacto, toda vez que lo inhabilita de por vida a poder ser elegido a un cargo público o 

a ser funcionario público (para 7.6).  

11.6 El Comité recuerda que en el artículo 25 del Pacto se reconoce y ampara el derecho 

de todo ciudadano a participar en la dirección de los asuntos públicos, el derecho a votar y a 

ser elegido, y el derecho a tener acceso a la función pública. Cualquiera que sea la forma de 

constitución o gobierno que adopte un Estado, el ejercicio de estos derechos por los 

ciudadanos no puede suspenderse ni negarse, salvo por los motivos previstos en la legislación 

y que sean razonables y objetivos10. El Comité recuerda también que, si el motivo para 

suspender el derecho a votar y a presentarse a cargos electivos es la condena por un delito, 

dicha restricción debe guardar la debida proporción con el delito y la condena11. El Comité 

recuerda también que, cuando esa condena sea claramente arbitraria o equivalga a un error 

  

 8 Véase Terron c. España (CCPR/C/82/D/1073/2002), párr. 7.4. Véase también observación general 

no 32, párr. 45-47. 
9 El Comité observa asimismo que los efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad de varios 

artículos del Código de Procedimientos Penales sobre la materia por la Corte Constitucional de 24 de 

abril de 2015 no alcanzan al caso del autor, ya que en una sentencia de 28 de abril de 2016, la CSJ 

determinó que la disposición de la Corte Constitucional era aplicable respecto de sentencias que no se 

encontraban ejecutoriadas para el 24 de abril de 2016. Por otra parte, posteriormente a la 

modificación de la Constitución, mediante acto legislativo No. 001 de 2018, el autor presentó un 

recurso impugnatorio ante la CSJ que fue declarado improcedente el 7 de marzo de 2018 (paras. 8.4-

8.5). 

 10 Véase la observación general núm. 25 del Comité, párrs. 3 y 4. 

 11 Véase la observación general núm. 25 del Comité, párr. 14, y Dissanayake c. Sri Lanka 

(CCPR/C/93/D/1373/2005), párr. 8.5.  
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manifiesto o a una denegación de justicia, o las actuaciones judiciales que den lugar a la 

condena vulneren el derecho al debido proceso, la restricción de los derechos amparados por 

el artículo 25 podría volverse arbitraria.12 

11.7 El Comité observa que el 17 de julio de 2014, la CSJ declaró culpable al autor de los 

delitos de malversación de fondos por apropiación y celebración de contratos sin 

cumplimiento de los requisitos legales. Dado que el autor fue condenado por delitos que 

afectaban el patrimonio del Estado, la CSJ también condenó al autor a la inhabilitación para 

el ejercicio de la función pública. Las observaciones del Estado parte no refutan el carácter 

permanente de la inhabilitación. Por el contrario, sostienen que dicha medida fue impuesta 

por la CSJ un el marco de un proceso penal justo; y que la misma es legal, objetiva, razonable 

y proporcional (para. 9.2). Por otra parte, el Comité observa que la CSJ también ordenó la 

interdicción de los derechos públicos del autor por el mismo lapso de la pena principal (17 

años y 5 meses) y que el autor no ha cuestionado esta orden. A este marco, el Comité debe 

determinar si la inhabilitación de por vida sobre los derechos del autor bajo el artículo 25, 

aplicada después de cumplir la pena principal, es compatible con el Pacto. A este respecto, 

el Comité considera que constituye un fin legítimo para los Estados partes luchar contra los 

actos de corrupción, proteger el erario y, por tanto, el interés público, con el fin de preservar 

el orden democrático. De esta manera, un Estado parte puede perseguir el legítimo interés de 

restringir el acceso al ejercicio de la función pública a aquellas personas condenadas por 

crímenes de corrupción. Con ese fin, el Estado parte puede imponer inhabilitaciones de por 

vida a derechos bajo el artículo 25 del Pacto únicamente en casos excepcionales, en relación 

con delitos graves, y cuando se justifique por las circunstancias individuales de la persona 

sentenciada. Cualquier inhabilitación debe estar fundada en motivos objetivos y ser 

previsible.13 En el presente caso, el Comité observa que el autor fue declarado culpable de 

graves delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones como Ministro de Agricultura, el 

más alto funcionario en el ministerio y que tales delitos afectaron significativamente el 

patrimonio del Estado. Habiendo establecido la responsabilidad penal del autor, el CSJ 

automáticamente impuso una inhabilitación de por vida sobre sus derechos bajo el artículo 

25 del Pacto, de conformidad con el artículo 122 de la Constitución, enmendado por el Acto 

Legislativo Nº 1 de 2004, en vigor en al momento de los hechos en cuestión (véase nota a pie 

de página n° 1). La duración de esta inhabilitación excede considerablemente la duración de 

la pena principal del autor. El Comité observa que la inhabilitación establecida en el artículo 

122 de la Constitución es formulada en términos amplios y no está sujeta a ningún límite 

temporal y que, por otro lado, las condiciones para imponer dicha restricción son también 

formuladas de forma general, limitando así su previsibilidad. Más aún, a la luz de la 

información puesta a disposición del Comité por las partes, el Comité observa que la CSJ no 

realizó una evaluación individualizada significativa de la proporcionalidad de la restricción 

a los derechos del autor en virtud del artículo 25 del Pacto. En la parte resolutiva de su 

sentencia, en la que se impuso la inhabilitación en cuestión, la CSJ no consideró 

explícitamente las particulares circunstancias de los graves crímenes por los que el autor fue 

sentenciado. La CSJ tampoco fundamentó de qué forma las particulares circunstancias del 

caso podían justificar la imposición de una inhabilitación de por vida. En vista de ello, el 

Comité considera que la información disponible no le permitirle concluir que, en el presente 

caso, las restricciones de por vida impuestas a los derechos del autor bajo el artículo 25 del 

Pacto por la CSJ sean proporcionales. En consecuencia, el Comité concluye que el Estado 

Parte violó los derechos del autor en virtud del artículo 25 del Pacto. 

12. El Comité de Derechos Humanos, actuando en virtud del artículo 5, párrafo 4, del 

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, dictamina que 

  

 12 Nasheed c. Maldivas (CCPR/C/122/D/2270/2013&2851/2016), para. 8.6. 
13 Paksas c. Lituania (CCPR/C/110/D/2155/2012), para. 8.4. 
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los hechos que tiene ante sí ponen de manifiesto una violación de los artículos 14(5) y 25 del 

Pacto. 

13. De conformidad con el artículo 2(3)(a), del Pacto, el Estado parte tiene la obligación 

de proporcionar al autor un recurso efectivo. Ello requiere una reparación integral a los 

individuos cuyos derechos hayan sido violados. El Comité considera que, en el presente caso, 

su dictamen sobre el fondo de la reclamación constituye una reparación suficiente para la 

violación dictaminada. El Estado parte también tiene la obligación de adoptar todas las 

medidas que sean necesarias para evitar que se cometan violaciones semejantes en el futuro, 

incluyendo la revisión de su legislación con el fin de garantizar que cualquier restricción de 

los derechos a tener acceso a la función pública y a ser elegido sea razonable y proporcional 

y basada en una evaluación individualizada de cada caso. 

14. Teniendo presente que, por ser parte en el Protocolo Facultativo, el Estado parte 

reconoce la competencia del Comité para determinar si ha habido o no violación del Pacto y 

que, con arreglo al artículo 2 del Pacto, el Estado parte se ha comprometido a garantizar a 

todos los individuos que se encuentren en su territorio o estén sujetos a su jurisdicción los 

derechos reconocidos en el Pacto y a garantizar una reparación efectiva y jurídicamente 

exigible cuando se compruebe una violación, el Comité desea recibir del Estado parte, en un 

plazo de 180 días, información sobre las medidas que haya adoptado para aplicar el presente 

dictamen. Se pide asimismo al Estado parte que publique el dictamen del Comité y le dé 

amplia difusión. 
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  Individual opinion of Committee Member Sarah Cleveland (concurring). 

 

1.  I concur in the Committee’s finding of a violation of the author’s right to appellate review 

of his conviction under article 14(5) of the Covenant, and its determination that its Views on 

the merits of the author’s claims constitute sufficient remedy for the violation found.  I write 

separately to express my understanding of the Committee’s conclusion that the author’s 

rights under article 25 of the Covenant were also violated.   

2.  As the Committee observes, consistent with article 25, States may have a legitimate 

interest in prohibiting an individual from holding public office as a result of serious criminal 

conduct.  Like term limits on public office, such restrictions can in fact serve the public 

interest in promoting effective democratic governance and ensuring effective participation of 

the general public in political life.  Any such restrictions on public service, however, must be 

established by law and be objective and reasonable.  They must be proportionate to the 

severity of the crime, and they must be applied consistent with due process.14   

3.   A permanent prohibition on public service can satisfy these criteria under certain 

circumstances, as the Committee notes.  This is particularly true where a high-level 

government official commits serious crimes, including large-scale corruption involving state 

assets.   

4.  The requirement that a lifelong ban on public service must be proportionate to the 

individual circumstances could be satisfied in at least two ways.  First, an automatic lifelong 

ban could apply only to a narrow set of cases: a clearly-defined range of serious crimes, when 

committed by a narrow range of high-level public servants.  As former Committee Member 

Gerald Neuman has observed, a number of States expressly provide in their constitutions for 

ineligibility for public service as an authorized or mandatory consequence of impeachment.15  

Alternatively, a law could provide more broadly for the possibility of a prohibition on public 

service, but that law could be applied only based on an independent judicial assessment of 

the proportionality of the ban to the circumstances in each individual case.   

5.  In the present case, the Colombian constitutional provision at the time imposed an 

automatic ban on public service for life for any person convicted of offenses affecting State 

assets.16  The provision did not further specify what crimes fall into this category. It did not 

further address their severity or their impact on State assets.  Nor was application of the 

automatic ban limited to high-level public servants. Finally, the State party did not suggest 

that the provision had been narrowed or clarified through judicial interpretation.  The 

provision therefore fell under the second category above, for which an individual 

proportionality assessment would be required.   

6.  My colleagues conclude that the constitutional provision thus was too vague to render the 

sanction foreseeable. This may be true with respect to the full range of crimes that might fall 

  

 14  General Comment No. 25: The right to participate in public affairs (art. 25) (1996), paras. 4, 14.   Cf. 

European Commission for Democracy Through Law (Venice Commissions), Amicus curiae brief for 

the European Court of Human Rights in the case of Berlusconi v. Italy, CDL-AD(2017)025-e 

(collecting the legislation of 62 countries relating to procedural protections regarding disqualification 

from standing for public office).   

 15  Paksas v. Lithuania, Communication No. 2155/2012 (2014) (Individual opinion by Committee 

Member Mr. Gerald L. Neuman).  
 16  The relevant Constitutional provision in  force in 2004 stated: “Sin perjuicio de las demás sanciones 

que establezca la ley, no podrán ser inscritos como candidatos a cargos de elección popular, ni 

elegidos, ni designados como servidores públicos, ni celebrar personalmente, o por interpuesta 

persona, contratos con el Estado, quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo, por la 

comisión de delitos que afecten el patrimonio del Estado…”. 
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within its ambit. However, on the facts of this case, application of the automatic ban on public 

service for life for persons convicted of offenses “affecting State assets” was entirely 

foreseeable.  The Committee emphasizes that the author was convicted of embezzling public 

assets sufficient to result in a prison sentence of 17.5 years and a fine of approximately € 

12,187,765.  

7.  The Committee also concludes that automatic application of the constitutional prohibition 

could yield disproportionate results and that the Supreme Court failed to assess the 

proportionality of the lifetime ban to the author’s individual circumstances. Nothing in the 

Committee’s opinion, however, suggests that had the Supreme Court engaged in this 

assessment, a lifetime ban on public service would have been disproportionate in this case. 

The author was the Minister of Agriculture, a high-ranking government official.  He was 

convicted for large-scale corruption of public funds, totaling millions of dollars.  And the 

crime was based on actions taken while in office.  He therefore was convicted of an egregious 

abuse of the public trust, and theft of public funds, while wielding substantial public power. 

8.  The Supreme Court obviously was aware of these facts at the time that it applied the ban 

in this particular case.  It also is entirely possible that that Court did assess the proportionality 

of the ban to the author’s circumstances, and concluded that the ban was proportionate, but 

did not articulate that rationale given the categorical constitutional provision. However, the 

State party did not submit that such a proportionality analysis did, in fact, occur, or that the 

decision of the Supreme Court should be upheld on this basis.   

9.  In the end, therefore, the Committee essentially finds a violation because the Supreme 

Court did not formally articulate a finding that the lifetime ban on public service was 

proportionate in this case.  Such an interpretation is also consistent with the Committee’s 

conclusion that its Views constitute sufficient remedy for the violation found. Based on this 

understanding, I concur in the Committee’s decision in this case.    

 

    


